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INFORME No. 116/13
PETICIÓN 996-03
DECISIÓN DE ARCHIVO

ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
Presuntas víctimas: 
Ramiro Diez Llano y familia
 
PeticionarioS:
María Soledad García Muñoz, Fabián Omar Salviolli
 y Guillermo Federico Di Bernardi  
Violaciones alegadas: 
Artículos 2, 5, 8, 19, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
Fecha de inicio del trámite:
14 de noviembre de 2003
I. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. 
Posición de los Peticionarios
1. El 24 de noviembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición en la que se alega que Ramiro Diez Llano (en adelante “la presunta víctima”), habría sido sancionado mediante una resolución judicial violatoria al debido proceso que no habría sido invalidada pese a recursos interpuestos, lo cual habría generado consecuencias para la vida de la presunta víctima y su familia. 
2. Alegaron que el 22 de diciembre de 1993 un niño desapareció de su casa ubicada en la ciudad de Tandil y habría sido encontrado muerto tres días después en un descampado.  El 25 de diciembre de 1993, la presunta víctima (quien tenía 15 años en ese momento), amigo del niño, habría rendido una primera declaración testimonial en la Comisaría Primera de Tandil y una segunda declaración, pero esta vez en presencia de su padre.  El 20 de agosto de 1996, ante la Jueza de Menores él habría negado la autoría de la muerte de su amigo. 

3. En noviembre de 1996 la Jueza habría convocado a indagatoria a la presunta víctima de manera sorpresiva y sin fundamentación.  Ante la falta de fundamentación se habría presentado un recurso de apelación y nulidad.  El llamado a indagatoria habría sido declarado nulo por la Cámara Departamental de Azul en diciembre de 1996.  Posteriormente, la Jueza de Menores dictó una resolución en la que dio por acreditada la autoría culposa de la presunta víctima en la muerte del niño y habría sobreseído la causa de forma definitiva por tratarse de un menor inimputable. 

4. Alegan que dicha resolución “es enormemente agraviante” y habría generado “gravísimas secuelas” para la presunta víctima y sus familiares.  Contra dicho pronunciamiento, se habría interpuesto recurso de nulidad y apelación, el cual habría sido denegado sin fundamento.  Dicha negativa habría sido recurrida en queja ante la Cámara Departamental de Azul, la cual habría rechazado el recurso por considerar que los sobreseimientos definitivos no son recurribles.  Contra tal decisión se habría interpuesto recurso extraordinario de nulidad, el cual fue rechazado.  

5. Se habría interpuesto recurso de queja ante la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires. Dicha corte asignó el carácter de definitiva a la sentencia denegatoria de la concesión del recurso, y habría anulado oficiosamente lo resuelto por la Cámara, disponiendo que con nueva conformación, dictase un pronunciamiento válido.  Ante esto, la Cámara de Apelaciones de Azul habría dictado nuevo fallo el 3 de octubre de 1997, manteniendo casi textualmente el criterio de sus antecesores.  
6. Se habrían interpuesto recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley contra dicha decisión, los que habrían sido rechazados por la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires.  En febrero de 2001, se habría presentado recurso extraordinario federal, el cual habría sido concedido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pero luego habría sido declarado inadmisible, decisión que habría sido notificada el 23 de mayo de 2003.

B. 
Posición del Estado
7. El Estado Argentino se refirió a los actos procesales relacionados en la petición y propuso la apertura de un espacio de diálogo tendiente a explorar la posibilidad de una solución amistosa para la petición.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
8. El 14 de noviembre de 2005 la CIDH trasmitió las partes pertinentes de la petición al Estado.  El 30 de noviembre de 2005 el Estado solicitó la copia del expediente, la cual le fue trasladada por la CIDH el 29 de junio de 2006.  El 18 de septiembre de 2006 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado.  El 1˚ de noviembre de 2006, los peticionarios presentaron sus observaciones expresando su disposición de explorar la posibilidad de una solución amistosa, las que fueron trasladadas al Estado.  El 23 de diciembre de 2009 la CIDH otorgó una prórroga solicitada por el Estado.  El 25 de febrero de 2010, el Estado reiteró su disposición al diálogo, escrito que fue traslado a los peticionarios a fin de manifiesten su interés en explorar la posibilidad de una solución amistosa, el 3 de marzo de 2010.  Dicha solicitud fue reiterada el 11 de noviembre de 2011 y el 4 y 23 de septiembre de 2013, indicando en 2013 que de no recibirse dicha información en el plazo de un mes ésta podría archivar la petición. 
III.
FUNDAMENTOS PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
9. Tanto el artículo 48.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir dichos motivos, ordenará el archivo del expediente.

10.
A la fecha de aprobación del presente informe, los peticionarios no han respondido a las solicitudes de información de la CIDH de 3 de marzo de 2010, 11 de noviembre de 2011 y 4 y 23 de septiembre de 2013.  Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición, a pesar de los esfuerzos para obtener dicha información y que la injustificada inactividad procesal del peticionario constituye indicio serio de desinterés en la tramitación de la petición, por lo que de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Edgardo Hugo Diez, Marta Susana Llano, Constanza Jorgelina y Lisanoro Diez Llano.


� Solicitó renunciar a su carácter de peticionante mediante escrito recibido en la CIDH el 15 de diciembre de 2005.
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